
Bogotá D.C., 19 de agosto de 2020. En la fecha se ingresa el  proceso a l  Despacho de  

la señora Juez i nformando que los entes accionados d ieron respuesta a l  requer imiento  

efectuado por el  Juzgado.   

 

Laura  Montaño Conde  

Secretar ia  

 

 

JUZGADO VEINTICUATRO DE FAMILIA DE 

BOGOTÁ D.C.  

 

Clase de proceso  Acción de Tutela.  

Acc ionante  Daniel  Fernando Rodríguez Fernández  

Marines  Larrazabal  López  

Accionado  Presidencia de la Repúbl i ca  

Mini ster i o de Relaciones Exter i ores  

Cónsul  de San Antonio de Táchira     
Al to comisionado de las Naciones Unidas para los 

derechos humanos.  

Regi stardur ia Nacional  del  Estado Civi l   

Director de la Unidad Admini st rat iva  de Emigración  
Colombia .  

Mini ster i o de Transporte  

Defensor del  Pueblo  

Procuradur ía  General  de la Nación   

Radicación  110013110024 2020 00245 00.       

Asunto   Sentenc ia de tute la .   

Fecha de la Providencia  Diecinueve (19) de agosto de dos mi l  ve inte (2020).  

 

Fenecido el  t érmino  otorgado a las ent idades accionadas procede el  Despacho con 
fundamento en  la Ley a  profer i r  la  sentencia de tutela  presentada por los  señores 

Daniel  Fernando Rodr íguez  Fernández y  Mar ines Larrazabal  López quienes actúan en  

nombre propio y en representación de l a menor Alma Rodr íguez de 2 meses y 24 d ías , 

en contra en contra de la Presidencia  de l a Repúbl ica  de Colombia, Mini ster io de 
Relaciones Exter iores, el  Consulado de Colombia en Venezuela, el  Al to Comisionado de 

las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, la Regi st radur ia Nacional  del  Estado  

Civi l ,  el  Director de la Unidad Admin ist rat iva E specia l  de Migración Colombia, el  

Mini ster i o de Transporte, la  Defensor í a del  Pueblo y la procuradur ía Genera l  de l a  
Nación , representados l egalmente por sus Directores (as) o quien  haga sus veces para  

que se l e tutel en sus derechos a la nacional idad, d ign idad humana, ident idad, fami l ia ,  

igualdad,  vida , interés super ior de l os niños,  niñas y adolescentes, debido proceso  

entre otros. Como fundamento fáct i co,  expusieron los si guientes;   
 

1.-HECHOS  

 

*Aseguran los accionantes que son de nacional idad venezolana, residentes y  

domici l iados en d i cho Paí s y casados ent re sí ,  desde el  11 de marzo de 2006.   
 

*Aducen que inicia ron el  proceso  de maternidad subrogada t ras t res intentos fa l l idos 

de embarazo invi t ro, dadas las condi ciones de sa lud de la señora Mar ines La rrazabal , 

para lo cual  real izaron d i cho procedimiento  en la ciudad de Bogotá D.C. , Colombia , 
donde acudieron el  d ía 6 de junio de 2019 para conocer la cl í n ica y la persona que 

asi st i r ía  la maternidad.   

 

*Indican que el  parto estaba previ sto para el  mes de mayo de 2020. No obstante,  para  
el  mes de marzo de 2020, in i ció  el  ci er re de fronteras y vuelos internacionales lo que 

produjo que no asi st ieran  a l  parto de su hi ja el  cual  ocurr ió el  d ía  10 de mayo de 

2020, quien  a la fecha no se ha podido regist rar .  

 

*Informan que en  vi r tud de que no fue posib l e su t rasla do a este Paí s debieron  
contratar l os  servi cios de una enfermera para el  cuidado de su  hi ja,  esto es la  señora  

Luz Helena Santana Mendivelso y a una cuidadora de nombre Yolanda Hernández  Berr i o  

quienes a la fecha han asumido la pro tección de su menor hi ja,  pese a quienes son 

el los los l lamados a br indar l e afecto , amor y protección a su menor hi ja.  
 



*Mani f i estan que con el  f in de regi st rar  y legal izar la si tuación de su hi ja presentaron 

d iversos escr i tos d i r igidos a la Canci l l er ia en Colombia , a t ravés de v ar ios correos, sin  

que se tuviese una respuesta acertada  por parte del  Gobierno Colombiano, si tuación  

que vulnera  los derechos de su hi ja  a t ener una fami l ia , que se le  br inde amor , afecto  
y ca r iño .  

 

ACTUACIÓN PROCESAL  

 
La presente acción de tutela se admit ió  mediante auto de fecha  5 de agosto de 2020 

ordenándose la not i f icación  del  mismo a  los d i rectores, representantes legal es o  

quienes hi ci era sus veces de la Presidencia de la Repúbl i ca de Colombia, Mini ster io de  

Relaciones Exter iores, el  Consulado de Colombia en Venezuela, el  Al to Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, la Regi st radur ia Nacional  del  Estado  

Civi l ,  el  Director de la Unidad Admin ist rat iva E specia l  de Migración Colombia, el  

Mini ster i o de Transporte, la  Defensor í a del  Pueblo y la procuradur ía Genera l  de l a  

Nación , a  quienes se l e concedió  el  t érmino  de dos d ías hábi les para  que d ieran  

respuesta a la  acción de tutela atendiendo los hechos y prete nsiones invocadas por  la  
actora, así  las cosas, se procedió a not i f icar a  los entes accionados mediante correo  

el ectróni cos inst i tucionales de cada una de las ent idades accionadas.  

 

RESPUESTA DE LOS ENTES ACCIONADOS  
 

La Procuradur ía  General  de la  Nación , a  t ravés de la of i cina jur íd i ca , sol i ci tó declarar  

la fa l ta de legi t imación en la causa de la misma, dado que las pretensiones esbozadas 

en la  acción de tutela y dado el  marco  de competencia no  pueden ser cumpl idas.  No  
obstante,  dadas las facul tades prevent ivas y  de intervenci ón que l e asi sten a l  

Mini ster i o Públ i co la  Of i cina  Jur íd i ca ha  procedido a poner en  conocimiento este asunto  

a la  Procuradur ía Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la  

Adolescencia y la Fami l ia , para que, si  así  lo consideran , intervengan de manera  
d irecta ante su Honorable Despacho y/o  ante las dependencias encargad as de a tender 

la si tuación expuesta por  el  tutelante.  

 

E l  Mini st er io de Trabajo , por medio del  Asesor Jur íd ico se opuso a la prosper idad de las 

pretensiones, a l  considerar qu e exist e: i )  fa l ta de legi t imación en la causa por pasiva  
de ese Mini ster i o i i )  ninguna  autor idad puede ejercer  funciones d ist intas a  las que l e  

atr ibuye la  const i tución y la l ey, y , i i i )  de las competencias asignadas a los a lca ldes ,  

dado que el  objet ivo de ese Minist er io  objet ivo pr imordia l  l a  formulación y adopción de 

las pol í t icas, p lanes, programas, proyectos y regulación econ ómica en mater ia de 
t ransporte, t ránsi to e infraestructura  en los modos de t ransporte , si tuación que 

conl l eva a cumpl i r  con la Jur i sprudencia  Const i tucional   ha  advert ido  en  múlt i p les  

pronunciamientos, que un funcionar io so lamente puede hacer l o que la ley l e permite.  

 
La Unidad Administ rat iva  Espec ia l  Migración  Colombia sol i ci tó desvinculársele  de l a  

presente acción, toda vez que se conf i gura la  fa l ta de l egi t imación de la causa por  

pasiva y no exi st en fundamentos fáct icos o jur íd icos atendib l es que permita establ ecer  

responsabi l idad en cabeza de la misma,  ya que no es la ent idad encargada de prestar 

los servi cios de sa lud o de af i l iación de extranjeros a l  Si stema de Segur idad Socia l  en  
Salud. Así  mi smo, t eniendo en cuenta  las funciones y competencias de la Unidad  

Admini st rat iva  Especia l  Migración  Colombia,  se procedió a  enviar  los datos de los 

accionantes a l  Director  Regional  Or i ente de la  UAEMC, de  los extranjeros DANIEL  

FERNANDO RODRIGUEZ FERNANDEZ Y MARINE LARRAZABAL LOPEZ de nacional idad 
Venezolana,  quien a  su vez remit ió l os  mismo al  Coord inador  de Control  Migrator io de 

la Regional , para que en el  evento que estos se presenten en el  puesto de contro l  

migrator io fronter izo se l e permita el  ingreso a terr i tor io nacional  acatando la medida  

cautelar impuesta por  el  Juzgado, cumpl i endo a  cabal idad con los protoco los d e 
b iosegur idad con ocasión de la cr i si s generada por el  COVID-19.  

 

Por su parte la Regi st radur ía Nacional  del  Estado Civi l  sol i ci tó negar las pretensiones 

de la demanda  aduciendo que no ha vulnerado derecho  fundamental  a lguno en  la  
medida en que no  exi ste t rámite pendiente o  sol i ci tud rechazada de regi st ro.  A su vez ,  

adujo que para efectos de agendar la ci ta en la Regi st radur ía Nacional  del  Estado Civi l  

ht tps://agenda.regi st radur ia.gov .co/agenda/, una vez autor i cen su t raslado  hacia  

Colombia , para que se proceda a  real iza r e l  t rámite del  regi st ro ci vi l  de  nacimiento de 

su hi ja Alma Rodr íguez .  
 

 

E l  Mini ster io de Relaciones Exter i ores Casos señaló que si  b ien la pretensión  podr ía  

tener una  “causa humanitar ia”,  no se consideran  pr ior i tar ios por el  momento, el  
extranjero  no just i f i ca apropiadamente su f i l ia ción  con un/a ciudadano/a colombiana y  

no se evidencia una si tuación grave o urgente que  ameri te faci l i tar  el  ingreso de este 



ciudadano a l  país; además que ninguno de los accionantes de nacional idad venezolana 

cumple con los requisi tos exigidos  para  ser  incluidos en un vuelo  humanitar io  ni  la s  

condi ciones establecidas legalmente par a ingresar por la f rontera terrestre,  máxime si  

tomamos en consideración que las fronteras terrestres con la Repúbl ica Bol iva r iana de 
Venezuela se encuentran cerradas con el  f in úni co de evi tar la propagac ión del  

contagio del  COVID 19 protegiendo el  i n ter és general  de toda la población colombiana.  

 

Indicó que el  d ía 15 de jul io de 2020, cada  uno los nacionales venezolanos regi st raron  
en el  Si stema Integral  de Trámites a l  Ciudadano  –  SITAC,  una  sol ici tud  de vi sa  t ipo “V”  

(vi si tante) para  casos no  previ stos  que fue requer ida por el  Of i cia l  de Vi sas por  

documentación incompleta ya que no se logró establecer el  mot ivo de la sol ici tud  ni  

acredi tar el  caso no previ sto que ameri tara la expedi ción del  vi sado .  
 

Así  mi smo, el  Consulado  de Colombia en Caracas señaló que desde el  pasado 23 de 

junio de 2020, ha  mantenido comuni cación únicamente vía correo el ectróni co  con la  

señora MARINÉS LARRAZÁBAL LÓPEZ, quien desde ini ció mani festó qu e su hi j a Alma 

nació el  10 de mayo en la ciudad de Bogotá , vía vientre subrogado; por su parte, e l  
señor DANIEL FERNANDO RODRÍGUEZ FERNÁNDEZ nunca se ha contactado  con el  

consulado en referencia . En  razón a esta si tuación, la ciudadana extranjera sol i ci tó  

apoyo para i ngresar  a Colombia en  un vuelo humanitar io desde Venezuela.  Ante est e 

hecho, el  EFC del  Consulado  de Colombia en Caracas, l e sol i ci tó un número  t el efóni co  
para poder  ser  contactada por la  asesora socia l  y  expl i car l e el  protocolo de retorno  

establecido en  las Resoluciones 1032 y 1230 de 2020, expedidas por  Migración  

Colombia . Esta interacción no pudo mater ia l izarse, a l  no haber respuesta por parte de 

la señora MARINÉS LARRAZÁBAL.  
  

Aseguró que se procedió a  of i ciar  el  Inst i tuto Colombia de Bienestar Fami l iar  – ICBF,  

desde el  Grupo Interno de Trabajo de Asi stencia a Connacionales en el  exter ior , cuyo  

número de of i cio es S-GAICE-20-002159 de fecha 26 de junio , con el  f in de atender las  
preguntas que a  cont inuación se t rascr iben , 1 . ¿Es l egal  en  Colombia la f i gura de 

vientre subrogado? 2.    En  el  caso de que no  esté permit ido ¿cuál  ser ía  el  mecanismo 

para denunciar  el  procedimiento? 3 .   Si  el  procedimiento  fuera l egal  o  permi t ido en  

Colombia ¿el  no ingreso de los  padres ser ía una vio lación de los derechos del  menor ?,  

cuya respuesta se centró en determinar que la gestación por  subrogación o  maternidad  
subrogada no t iene regulación.  

 

La Presidencia de la Repúbl i ca de Colombia,  sol ici to  declarar la  improcedencia de l a  

acción de tutela, o en su defecto , desvincular a l  Departamento Admini st rat ivo de l a 
Presidencia de la  Repúbl ica dado que carece de legi t imación en la causa por  pasiva  

dado que no ha vulnerado o  amenazado derecho fundamental  a lguno  más aun no es 

responsable d i recto de la def in i ción sobre las sol i ci tudes de posesión y regist ro  

pretendidos en la tutela  como tampoco están d irectamente encargados de la t i t ulación  
de propiedades colect ivas, lo que corresponde a un procedimiento sumamente técni co.  

(Sic) .  

 

E l  Agente del  Minist er io  Públ i co sol i ci to  acceder  a las pretensiones de la  demanda de 

tutela en la medida en que la menor hi ja de los accionantes t i ene el  derecho a tener  
un nombre,  una nacional idad, a l  estado  ci vi l ,  a la ident idad,  a gozar  de una fami l ia  a  

no ser separada de el la , dado que l es corresponde a los accionantes la cr i anza y  

cuidado de su hi ja,  además de part i cipar act i vamente en el  desarrol lo motor y  

cognit ivo que logre la bebé en sus pr imeros meses de vida , aduciendo que múlt ip les 
estudios han evidenciado que el  crecimiento sano de un reci én nacido depende del  

vínculo y el  apego que logren  con sus padres (especia lmente en sus pr imeros meses de 

vida), el  car iño y el  acompañamiento que l e br inden a l  bebé juega un papel  de suma 

importancia, ya que forta l ece su segur idad y lazos de conf ianza. UNICEF , 2001, Guia  
sobre pautas de cr ianza.  Así  mi smo que si  b i en hay escaza jur i sprudencia colombiana ,  

sobre la maternidad subrogada también  lo es que esta no se encuentra prohib ida en  

Colombia , más aún cuando la doctr ina ha mani festado que las t écni cas de  reproducción  

asi st ida están legi t imadas jur íd i camente, en vi r tud del  art ículo 42 de la  Const i tución  
Pol í t ica,  si endo una de el las  la matern idad subrogada . Sentencia T –968 – 09. MP.  

Mar ía Vi ctor ia Cal le  Correa.  

 

CONSIDERACIONES DEL JUZGADO  

 

 La Const i tución Pol í t i ca de 1991, en su art ículo 86 1,  consagra que “toda persona” t iene 
la posib i l idad  de sol i ci tar  la protección inmediata de sus derechos fundamentales 

                                                             
1 Toda  pe rsona  tend rá  ac c i ón  de  tu te l a  pa ra  r ec l ama r  an te  l os  j ue ces ,  e n  t odo  momen to  y  l ugar ,  

med i an te  un  p ro ced im i en to  p re fe ren te  y  suma r i o ,  po r  s í  m i sma  o  po r  qu i en  a ct úe  a  su  n ombre ,  l a  



amenazados o vulnerados, mediante  el  uso de la acción de tutela. Asimismo,  el  art ículo 

10 del  Decreto Estatutar io 2591 de 1991  establece que “cualquier persona”  puede 

acudir  a l  mecanismo de amparo const i tucional  cuando se enfrente a las mismas 

ci r cunstancias.  En ese sent ido, no se d i ferencia entre la persona natural  o j ur íd ica , 
nacional  o extranjera y , por tanto, l egi t ima a todo t i tular  de un derecho fundamental  

amenazado o l esionado, para sol i ci ta r  el  restablecimiento ante los jueces de la  

Repúbl ica .   

 
Ta l  precepto apl i ca a los extranjeros que también  son t i tulares de este mecani smo de 

defensa, en a rmonía con l o d ispuesto en el  art í culo 13 de la Carta  y 100 y que lo s 

facul ta con  los mismos derechos civi l es  que se conceden a los nacional es dado que a  

nadie se le puede d i scr iminar por razón de su  “or igen nacional” . 2 
 

E l  art ículo 14 de la Const i tución Pol í t i ca de Colombia consagra que  “(t)oda persona  

t iene derecho a l  reconocimiento de su personal idad jur íd i ca” , surgiendo para el  Estado  

la obl igación de br indar los medios y mecani smos necesar ios para que el  ci udadano 

pueda ejercer l ibremente ta l  personer ía ,  si n obstáculos i njust i f i cados, que para este 
caso es el  regi st ro ci vi l  de nacimiento,  a part i r  del  cual  se genera el  reconocimiento  

con el  que devienen los atr ibutos propios de la personal idad.  

 
En ese sent ido, el  regi st ro consi ste en la idoneidad con la que cuentan todos los 

miembros de la soci edad para  ser  t i tulares de sus intereses .  Sin  embargo, en  

sentencia C-109 de 1995 la Corte Const i tucional  reconoció que “el  derecho  a la 

personal idad jur íd i ca no se reduce úni camente a la  capacidad de la  persona humana  a 
ingresar a l  t ráf ico jur íd i co y ser t i t ular  de derechos y obl i gaciones sino que 

comprende, además,  la posib i l idad de que todo ser humano posea , por el  simple hecho 

de exi st i r  e independientemente de su condición, determinados atr ibutos que 

const i tuyen la esencia de su  personal i dad jur íd ica e i nd ividual idad como sujeto de 
derecho.  Son l os l lamados atr ibutos de l a  personal idad” .  

  

Asimismo, la Corte en la SU-696 de 2015 determinó que, en relación con los atr ibutos 

de la  personal idad,  “uno de los más importantes es el  estado  civi l  en la  medida  en  que 

a t ravés del  mi smo se logra ident i f i car y d i f erenciar a la persona  del  resto de 
ciudadanos”.  Es así  como el  Decreto 1260 de 1970 señala en su art í culo 52 , el  

contenido del  regist ro ci vi l  de nacimiento, acto necesar io para que se dé un p leno  

reconocimiento  de la personer ía jur íd i ca y de los d i ferentes atr ibutos que devienen 

con esta.  
  

En síntesis , el  derecho a la personal idad jur íd ica no solo comprende la posib i l idad que 

t ienen los ind ividuos de i ngresar a l  t ráf i co jur íd i co , sino que también incluye todas las 

caracter í st i cas ind iv iduales asociadas a su condi ción  de persona . En ta l  vi r tud, el  
regist ro civi l  se convierte en  el  instrumento  necesar io  para concretar  d icho  derecho, y  

conl l eva el  reconocimiento de unas caracter í st i cas y atr ibutos propios de la persona ,  

entre las cuales están su nacional idad, f i l iación y nombre, además de otras que 

resul tan necesar ias para el  ej ercici o de d i ferentes derechos.  

  

 El  a lqui ler  de vi entre o útero , conocido también como maternidad subrogada o  

maternidad de sust i tución , ha sido def i nido por la doctr ina como  “el  acto reproductor  

que genera el  nacimiento  de un niño  gestado por una mujer sujeta a un pacto o  

compromiso mediante el  cual  debe ceder todos los derechos sobre el  reci én nacido a  

favor de otra mujer que f igura rá como madre de éste.”  En este evento, la mujer que 

gesta y da a l uz no  aporta sus óvulos. Las madres sust i tutas aceptan l l evar a término  
el  embarazo y una  vez producido el  pa rto, se comprometen a entregar  el  hi jo  a las  

personas que lo encargaron y asumieron el  pago de una suma determinada de d inero o  

los gastos ocasionados por el  embarazo y el  parto .  

En el  ordenamiento jur íd ico  colombiano no exi ste una prohib ici ón expresa  para la 
real ización de este t ipo convenios o acuerdos. Sin  embargo, respecto de las t écni cas 

de reproducción asi st ida, dentro  de las cuales se ubi ca la  maternidad  subrogada o  

sust i tuta, la doctr ina ha considerado que están legi t imadas jur íd icamente, en  vi r tud  

del  art ículo 42-6 const i tucional , el  cual  prevé que “Los hi jos habidos en el  matr imonio  
o fuera de él ,  adoptados o procreados naturalmente o con asi stencia  cient í f ica , t iene n  

igual es derechos y deberes.” La doctr ina ha l legado a considerar   la  maternidad  

                                                                                                                                                                                         
pro tec c i ón  i nmed i a ta  de  sus  de re cho s cons t i tu c i ona l es  fundame nta l es ,  c uando  qu i e ra  que  é st os  resu l ten  
vu l ne rado s o  amen azado s po r  l a  a c c i ón  o  l a  omi s i ón  de  cu a l qu i e r  a u t or i dad  púb l i ca ” .  
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sust i tuta o subrogada como un mecani smo posi t ivo para resolver los problemas de 

infert i l idad de las parejas, y ha puesto de mani f i esto la  necesidad urgente de regular  

la mater ia para evi tar , por ej emplo, la mediación lucrat iva entre las partes que l legan 

a un acuerdo o convenio de este t ipo; l a desprotección de los derechos e i ntereses del  
recién nacido;  los actos de d i sposici ón  del  propio cuerpo contrar ios a la l ey;  y los  

grandes conf l i ctos que se or i ginan cuando surgen desacuerdos entre las  partes 

involucradas .  

 

ANÁLISIS  DEL CASO EN CONCRETO  

 

En vi r tud de lo expuesto y de conformidad con el  Art í culo 44 de la Const i tución Pol í t ica  

son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integr idad f ísi ca , la sa lud y  

segur idad socia l ,  la  a l imentación equi l ibrada, su nombre y nacional idad , tener una  

fami l ia  y no ser separado de el la , el  cuidado y amor, la educación y la cul tura, la  
recreación entre otros, deben ser  protegidos por la Fami l ia , soci edad y  el  Estado, pues 

prevalecen sobre los demás.  

  

Esta protección reforzada de los derechos de l os niños, según la jur i sprudencia  
const i tucional , encuentra sustento en  t res (3) razones pr incipales: i )  su si tuación  de  

fragi l idad frente a l  mundo, en mayor o menor grado dependiendo de su desarrol lo  

personal ;  ( i i )  es una manera  de promover   una sociedad democrát ica en la que sus 

miembros conozcan y compartan los pr incip ios de l ibertad , igualdad , to lerancia y  
sol idar idad; y ( i i i )  es una forma de cor regir  el  déf i ci t  de representación pol í t i ca que 

padecen los niños en nuestro sist ema pol í t ico, a l  no poder part icipar d i rect amente en 

el  debate l egislat i vo. 3 

 

Este t ratamiento preferencia l  del  menor  como interés jur íd i co rel evante, encuentra un  
claro respaldo y reconocimiento en el  derecho internacional  contemporáneo a t ravés 

del  l lamado pr incip io del  interés super io r del  menor , consagrado por pr imera vez en l a  

Declaración de Ginebra de 1924 sobre derechos del  niño,  y  poster io rmente reproducido  

en otros instrumentos internacionales como la Declaración Universal  de Derechos 
Humanos, la Decla ración de los Derechos del  Niño de 1959,  el  Pacto Intern acional  de 

Derechos Civi les y Pol í t icos y la Convención Sobre Derechos del  Niño adoptada por la 

Asamblea General  de la  Naciones Unidas el  20 de noviembre de 1989.  Igualmente,  el  

Código de la Infancia y la  Adolescencia ,  en su art ículo 9  ha consagrado la p revalencia  
de los derechos de l os menores, a l  d i sponer que ( i )  “en todo acto , deci sión o medida  

admini st rat iva,  jud i cia l  o  de cualquier naturaleza  que deba adoptarse en relac ión con 

los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán los derechos de esto s, en especia l  

si  exist e conf l icto  entre sus derechos fundamentales con los de cualquier otra  
persona” ; y ( i i )  “en caso  de conf l i c to entre dos o  más d i sposici ones l egales,  

admini st rat ivas o  d iscip l inar ias, se apl i cará la norma más favorable a l  int erés supe r ior  

del  niño , niña o adolescente.”  

  

Bajo ta l  precepto, considera esta autor idad en sede de tutela que se  f lagela en est e 
caso la personal idad jur íd ica  el  cual  cor responde a l  estado ci vi l  de la menor Alma, en  

la medida en que a t ravés del  mi smo se logra ident i f icar y d i f erenciar a la persona del  

resto de ciudadanos y que conl l eva a l  reconocimiento y ej erci cio de unas 

caracter í st i cas  y atr ibutos propios de la  persona,  entre las cuales es tán su  
nacional idad, f i l ia ción y nombre, además de otras que resul tan  necesar ias para el  

ejerci cio de d i f erentes derechos de la menor  involucrada en este asunto,  dado que a la  

fecha no ha sido regi st rada por sus padres como ta l , más aún en su estado de 

indefensión a l  contar a penas  t res meses de nacida, ahora b ien, es rel evante para el  
estudio que los accionantes señores Daniel  Fernando Rodr íguez  Fernández y Mar ines 

Larrazabal  López han adelantado los t rámites propios en busca de ingresar a l  Pa ís de 

forma l egal  ut i l i zando los medios necesar ios para garant izar a su hi ja los derechos que 

le asi sten sin  que el lo  tuviera  éxi to , si tuación  que requiere protección  y  por  ende la  

prosper idad de las pretensiones invocadas.  
 

Así  la s  cosas y  en vi sta de la  protección que se l e debe br indar  a la  menor por parte 

del  Estado Colombiano en cumpl imiento a lo previ sto en el  Art ículo 44 de la  

Const i tución Pol í t ica , que se ha considerado que la maternidad asi st ida está   
legi t imadas jur íd i camente,  en vi r tud del  art ículo 42 .6 ib ídem y la  necesidad  de la niña  

de ser  reconocida su personal idad jur í d ica, se tutelaran los derechos fundamentales 

deprecados por sus progen itores y como consecuencia de el lo se ordenará a l  Min ister i o  

de Rela ciones Exter iores y a  la Unidad Admini st rat iva Espec ia l  Migración Colombia  se 
autor ice el  ingreso de los ciudadanos Daniel  Fernando Rodr íguez Fernández y Mar ines 
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Larrazabal  López a l  ter r i tor io  Colombiano, para cuyo efecto deberá autor izarse la visa  

de vi si tante y el  ingreso de los ciudadanos Venezolanos a este paí s sin d i laci ón  a lguna  

y demás t rámites para que los mismos puedan conocer a su menor hi ja . Así  mismo,  se 

autor iza  el  t raslado de las señoras Manuela Esperanza Orjuela Moncaleano y Yolanda 
Hernández  a la ciudad  de Cúcuta para  l o cual  se ordenará a l  Mini st er io de Transporte  

inclui r las en las bases de datos correspondientes para su l ibre ci r culación . Para ta l 

efecto  se concederá  el  término de 48 horas contados a part i r  de la not i f i cación de la 

sentencia.  
 

No obstante, lo  anter i or  se advierte a l os accionantes,  así  como a las señoras Manuela  

Esperanza Orjuela Moncaleano y Yo landa Hernández  seguir  estr i ctamente las  

recomendaciones de b iosegur idad  y  autocuidado para la  prevención y mit i gación del  
Covid- 19.  

 

Para efect ividad del  cumpl imiento  de esta sentencia se ordenará  la intervención de la  

Procuradur ía General  de la Nación así  como del  Inst i tuto Colombiano de Bienestar 

Fami l iar .  
 

Por lo expuesto, el  Juzgado Veint i cuatro de Fami l ia de Bogotá , admini st rando Just i cia  

en nombre de la Repúbl i ca de Colombia y por autor idad de la Ley,  

 

           R E S U E L  V  E:  

 

PRIMERO.  –  TUTELAR los derechos que l e asi sten a l os señores  Daniel  Fernando 

Rodr íguez Fernández y Mar ines Larrazabal  López en  representación  de su  menor hi ja ,  

con fundamento en la mot i vación que antecede  

 

SEGUNDO.  –  ORDENAR al  Mini ster i o de Rela ciones Exter iores y  a  la Unidad  

Admini st rat iva  Espec ia l  Migración  Colombia  se autor i ce el  ingreso de los ciudadanos 

Daniel  Fernando Rodr íguez Fernández  y Mar ines Larrazabal  López a l  t er r i tor io  
Colombiano,  para cuyo  efecto  deberá autor izarse la  visa  de visi tante y  emi t i r  la s  

autor izaciones correspondientes para el  ingreso  de los ciudadanos Venezolanos a este 

país sin d i lación a lguna. Para ta l  efecto  se concederá el  t érmino de 48 horas contados 

a part i r  de la not i f i cación de la sentencia.  
 

TERCERO . -  ORDENAR al  Mini ster io de Transporte inclui r  en sus bases de datos los 

t raslados que real i cen las señoras Manuela Esperanza Orjuela Moncaleano y Yolanda 

Hernández desde de Bogotá a la ciudad de Cúcuta. Para ta l  efecto se concederá el  
término de 48 horas contados a part i r  de la not i f i cación de la sentencia.  

 

CUARTO.-   SOLICITAR a la Procuradur ía  General  de la  Nación  y a l  Inst i tuto  

Colombiano de Bienestar Fami l iar , asi s tencia y vigi lancia  en el  cumpl imiento  de las 

órdenes aquí  impart idas .  
 

QUINTO .-  NOTIFICAR esta deci sión a todas las partes involucradas en este asunto, por  

el  medio más ági l  y ef icaz .  

 

SEXTO.-  REMITIR  en caso de que no  sea impugnado este fa l lo, la  actuación a la  

Honorable Corte Const i tucional  para una  eventual  revi sión .  

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

  

 
ADRIANA PATRICIA DÍAZ RAMIREZ  

Jueza  

 

 


